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      El periodo que va de 1808 a 1830 fue una época de prolífica producción ideológica acorde con las necesidades propias de la época y del país, que se manifestaron en acaloradas discusiones sobre su modernización. El cambio más importante lo constituyó, sin duda, la fundación misma de la república, pero este hecho no fue sino el resultado de una serie de eventos que se sucedieron desde prácticamente la segunda mitad del siglo XVIII, cuyas consecuencias marcarían el curso de los siguientes sesenta años de lucha por la definición del proyecto nacional en un contexto mundial de profundos cambios políticos, sociales y económicos. No fue, para el país, un periodo de crecimiento económico o de visible desarrollo científico o cambio tecnológico moderno.




      Sin duda, su antecedente inmediato empezó con un conjunto de reformas implementadas en los dominios españoles a partir de 1760 que inauguraron un periodo de cambios tanto en el ámbito institucional, mediante el diseño de una nueva estructura administrativa derivada de las intendencias, como en el fiscal, en virtud de la fuerte centralización financiera en busca de mayores ingresos para el fisco de la Corona. Lo primero significó un mayor control político, de tipo colonial, y un fortalecimiento de los poderes locales, en un contexto de crecimiento demográfico relativo que se manifestó en la multiplicación de pueblos y ciudades, mientras lo segundo impactó de manera directa y espectacular en la captación del dinero del reino afectando sus posibilidades de crecimiento económico. En general, la historiografía económica del periodo establece un declive de la economía desde principios del primer decenio del siglo XIX hasta las guerras de independencia que terminaron en 1821. En las décadas posteriores, a pesar de tener periodos de recuperación, no se recobrará el nivel del ingreso per cápita de 1800 sino hasta fines del decenio de 1870.




       




       




      La conformación del espacio económico




       




      La creación de las intendencias en 1786 marcó el principio y origen de una nueva configuración territorial plasmada en el esquema trazado por las diputaciones provinciales, transformación esta que desembocará en la división territorial nacional de 1824. Los diversos estatutos, de todas formas, mostraron realidades históricas añejas que frecuentemente se manifestaron como pugnas y desacuerdos por hacer valer sus identidades. La base, sin embargo, fue el cabildo, en torno al cual se articuló el funcionamiento económico local que integró realidades regionales más vastas. Esta nueva configuración significaba el reconocimiento de que era necesario redefinir la organización administrativa en todos sus niveles, no sólo por los requerimientos del Estado, sino también por el crecimiento demográfico y económico. La mayor innovación institucional y real fue el efecto centralizador de las rentas, lo que se tradujo en un nuevo trazado y tipificación de sujetos económicos capaces de tributar y satisfacer con impuestos los requerimientos de la monarquía. Este nuevo trazado —y la consecuente definición de suelos alcabalatorios— estuvo determinado por la dimensión de centros importantes de consumo reunidos en torno a ciudades, villas o pueblos y dibujó mejor los espacios productivos regionales, a pesar de una indudable desigualdad en su ocupación.




      Los centros urbanos se multiplicaron y fortalecieron demográficamente en el XVIII, a la par que se acentuó la hegemonía de cada ciudad importante, villa o poblado sobre su área circundante, ligada casi siempre a la agricultura de cada ciudad que dominaba su territorio, e incluso, de una gran ciudad sobre otras ciudades. De esta manera, la ciudad de México fungió desde el inicio del periodo colonial como el eje articulador indiscutible de todo el espacio colonial, mientras Guadalajara hará sentir su influencia de Sinaloa a Zacatecas y el centro occidente, hasta alcanzar Santa Fe, a la par que Puebla, Oaxaca y Veracruz (incluidas Córdoba y Orizaba, que surgen en la segunda mitad del siglo XVIII) constituirán un triángulo comercial y exportador de productos manufacturados y agrícolas hacia el mercado interno e internacional, aunque siempre estuvieron ligados al control económico de la ciudad de México. De la misma forma, y por distante que estuviera, Mérida en Yucatán quedó igualmente vinculada al mercado interno, a través de la venta de mantas y cera en el centro de la Nueva España.




      Alrededor de 1810 podía reconocerse una importante red de ciudades y centros urbanos menores, cuyo origen se remontaba a siglos anteriores, pero que constituían elementos importantes en la conformación final del espacio para aquel año.




       




      Tabla 1. Centros urbanos en Nueva España, 1810




      [image: 148.jpg]




      Fuente: Navarro y Noriega [1821] 1851, pp. 114-115.




       




      En términos de su distribución geográfica, el 92,4 por ciento de la población se asentaba en el centro, occidente y sur del reino, formando un denso tejido bajo la influencia de ciudades nodales como México, Puebla, Tlaxcala y Querétaro en el centro; Guadalajara y Valladolid hacia el occidente; Oaxaca y Mérida, al sureste; y hacia el norte, San Luis, Zacatecas, hasta Chihuahua y Santa Fe, así como hacia el exterior a través de Veracruz y Tampico en el Golfo y Acapulco, San Blas y luego Mazatlán en el Pacífico. Cientos de centros menores y pueblos se articularon zonalmente a las capitales de intendencia y luego capitales de los estados de la república.




      Es posible pensar que hacia la segunda mitad del siglo XVIII y primera década del XIX, a pesar de las dificultades del transporte, existió un sistema urbano estrechamente vinculado entre sí, caracterizado por la interconexión de cientos de ciudades, villas y pueblos de distintas dimensiones que se habían distribuido y concentrado a lo largo y ancho del reino siguiendo una especialización productiva y una funcionalidad administrativa y política, con lo cual se propició un intercambio de recursos e ideas, que a la postre resultaron complementarios.




      Con la independencia, y de acuerdo con la intensidad de los movimientos insurgentes, hubo una tendencia al fraccionamiento del espacio guardando la división política y territorial en intendencias, primero, y diputaciones provinciales después, aunque en el fondo subsistió la misma organización urbana y regional del último periodo colonial, bajo la influencia de la ciudad de México ya como capital del nuevo país. Sin embargo, lo destacable de este periodo es el surgimiento y apertura de nuevos puertos que, de una u otra manera, rompieron con el monopolio de la ciudad, con lo cual el comercio ya no podía practicarse como se había realizado en el periodo anterior. Frente al comercio del eje Veracruz-México surgieron puertos en el norte como Tampico, Soto de la Marina y Refugio en donde la presencia del comerciante norteamericano dominaría el escenario mercantil. Esta presión también será acentuada en la costa del Pacífico, pues a través de San Blas abastecerán a Guadalajara, mientras las zonas mineras de Sinaloa serán servidas a través de Mazatlán, y por Guaymas se llegará a Sonora y Chihuahua.




      La característica del periodo marcará un proceso de diversificación regional, lo que provocó que cada provincia adquiriera fuertes rasgos autonómicos tanto en la producción y el comercio como en la organización regional e interregional. Tal carácter de la economía mexicana se mantuvo a lo largo de gran parte del siglo XIX, principalmente porque se innovó poco en materia de transporte y comunicación, o porque con la ruptura del orden colonial, y el consecuente desorden administrativo, aumentó el riesgo y la incertidumbre en las transacciones económicas, por lo que un productor o empresario optaba por limitarse al mercado más seguro, el local o el de su zona de influencia. De todas formas, los grandes comerciantes de la ciudad de México mantuvieron su influencia sobre las regiones como lo hicieron con el exterior.




      Más allá de los avatares jurisdiccionales, el establecimiento del sistema federal fue novedoso por la creación o confirmación, según el caso, de las capitales estatales como centros de estructuras burocráticas y de poder, por el surgimiento de diferencias más o menos notables en los sistemas legales y por la aparición o consolidación de aduanas internas y puertos. El federalismo socavó el hasta entonces indiscutible dominio de la ciudad de México sobre el conjunto del país; sin embargo, no creó otra estructura diferente o alternativa.




       




       




      El impacto de la política imperial sobre la economía de Nueva España




       




      Hacia mediados del siglo XVIII la notable salud de las finanzas públicas de la que hacía mucho gozaba Nueva España comenzó una desalentadora caída, aun y a pesar de que el virreinato era el líder mundial de exportación de plata amonedada. Esa caída en los ingresos fiscales sólo se puede explicar por varias causas, pues el sistema fiscal en el México colonial fue una estructura compleja, construida a lo largo de tres centurias con cambios especialmente importantes en la segunda mitad del siglo XVIII, como fruto de las reformas borbónicas.




      Las fuentes que proporcionaban la mayor parte de los ingresos del Tesoro Real en la Nueva España eran esencialmente cuatro: la primera era una exacción arcaica comprendida por el tributo, recogido por todos los jefes de familia en los pueblos indios, cuya tasa estaba alrededor de los dos pesos anuales. Una segunda fuente tradicional de ingresos para la administración colonial provenía de la recaudación de impuestos mineros, siendo el más importante el diezmo minero, que era un gravamen del 10 por ciento levantado sobre toda la plata producida en el virreinato, aunque también fueron importantes los ingresos provenientes por la amonedación y la venta de productos del monopolio estatal del mercurio. Un tercer ramo de ingresos fue aquél derivado de los impuestos sobre el comercio, la mayoría de los cuales consistían en gravámenes sobre las transacciones mercantiles, y que eran conocidos como alcabalas e impuestos sobre las bebidas alcohólicas locales (pulques). Otra fuente de ingresos, específicamente borbónica, fue el monopolio del tabaco establecido en Nueva España y, finalmente, otras menores que incluían un número variado de ramos.




      Durante gran parte del siglo XVIII el gobierno colonial de la Nueva España no tuvo que recurrir al endeudamiento, porque nunca sufrió déficit; pero a fines de la centuria, las demandas externas se incrementaron con tal rapidez que, de acuerdo con las cuentas consolidadas del tesoro, los egresos sobrepasaron a los ingresos ordinarios, porque en realidad la metrópoli y otras partes del imperio estaban transfiriendo su déficit a la Nueva España. Así, ya para mediados de la década de 1790, las fuentes impositivas no bastaban para cumplir con esos compromisos, por lo que se recurrió a una política fiscal que incluyó préstamos y donativos forzosos y voluntarios. Para principios de 1810, el endeudamiento del gobierno colonial en México había alcanzado cerca de 30 millones de pesos y había comenzado a pesar fuertemente sobre la tesorería virreinal. Las deudas más grandes se contrajeron con la Iglesia e individuos particulares.




      Durante las últimas décadas del periodo colonial los ingresos fiscales alcanzaron su punto más alto. Por ejemplo, las entradas de la Caja Real, matriz de la ciudad de México, aumentaron de un promedio de 2 millones de pesos anuales en la primera década del siglo XVIII hasta más de 14 millones anuales un siglo después; esto es, se incrementaron siete veces. Si se consideran los impuestos depositados en la Real Hacienda central provenientes de las cajas entre 1801 y 1810, los ingresos anuales del virreinato alcanzaron un promedio de 20 millones de pesos en esa década, y ascendieron a 28 millones en 1809, un año antes del levantamiento de Hidalgo.




      Aunque este aumento resulta importante, el renglón de ingresos aparece menos positivo si se atiende al creciente rubro de gastos. Comenzando en las décadas de 1770 y 1780, cuando la inflación empezaba a reducir los ingresos fiscales, aumentaron espectacularmente los gastos militares. Estos gastos incluían fondos destinados a los situados y a desembolsos extraordinarios para el sostenimiento de los presidios de la región del Caribe, el armamento de flotas para escoltar los convoyes cargados de plata y el mantenimiento naval y militar de las Filipinas. Además, en la década de 1770 las remisiones a Castilla aumentaron astronómicamente, de un promedio anual de menos de un millón de pesos en décadas previas, hasta casi 5 millones de pesos anuales en la última década del siglo XVIII. Para agravar más la situación, algunos de los nuevos impuestos dirigidos al sostenimiento de programas de índole social y económica, tales como construcción de carreteras, establecimientos de hospitales y servicios legales para la población indígena, y pensiones de retiro para funcionarios y militares, no resultaron suficientes, haciendo necesaria la transferencia de otros fondos fiscales. Al mismo tiempo, nuevas contribuciones como las reales cotizaciones hechas en los obispados novohispanos para la Real Orden de Carlos III sangraron fuera de Nueva España los fondos necesarios para cubrir las necesidades locales.




      Así, el sistemático incremento tanto de la presión fiscal como de los numerosos préstamos forzosos y donativos que exigió la Corona española para financiar sus guerras internacionales en el último cuarto del siglo XVIII generaron una serie de tensiones internas en las sociedades coloniales que fueron el preludio de las guerras de independencia. La administración fiscal colonial, que había operado como un sistema bien integrado de veinticuatro tesorerías regionales, comenzó a fracturarse.




      Los conflictos bélicos iniciados a partir de 1810 tuvieron una serie de consecuencias sobre el gasto y las finanzas del reino; sin embargo, en contraste con los decenios precedentes, cuando se concentraba gran parte de los dineros de las diversas tesorerías en la capital (desde donde se había ejercido el control militar fundamental), los jefes militares regionales reclamaban e imponían un manejo mucho más autónomo de la fiscalidad con objeto de garantizar la paga a los soldados y oficiales bajo sus respectivos mandos. Al mismo tiempo, las cuentas de la administración fiscal se hicieron cada vez más caóticas. Lo anterior nos permite sugerir que la desintegración monetaria fue producto de la desintegración política y no viceversa.




      Una estimación de lo recaudado por la Caja de México exhibe las dimensiones de la exacción fiscal total: los cálculos sobre la recaudación para finales del siglo XVIII, entre 1796 y 1800, sumaban 87 millones de pesos por concepto de impuestos. Éste es el marco que ayuda a comprender el impacto de la consolidación de vales reales en el conjunto social y económico de la época, que entre 1805 y 1809 logró extraer una cifra enorme que fluctuó entre los 10 y 12 millones de pesos, de los cuales el arzobispado de México y el obispado de Puebla aportaron más del 70 por ciento del total, Valladolid el 9,6 por ciento, el obispado de Guadalajara el 8,9 por ciento, el obispado de Oaxaca el 5,4 y de otro origen el 3,8 por ciento. A estas sumas debemos agregar la exportación anual de casi un millón de pesos como dinero de la Corona. La Iglesia ejercía funciones de eje articulador del sistema económico dado su papel de prestamista, por lo demás muy extendido y profundo. Por ello es que la naturaleza de los sucesivos golpes de la Corona apuntaron —queriéndolo o no— al corazón del sistema en su conjunto.




      Por otra parte, la Corona española adquirió por este tiempo una deuda superior a los 15 millones de pesos, cuyo servicio la comprometía al pago anual de 750.000 pesos por concepto de réditos. Esta obligación constituyó una carga pesada que no pudo afrontar después de que se viese precisada a suspender la consolidación en 1809, con lo cual dejó de recaudar más recursos frescos por este concepto. Las tesorerías de los reinos que quedaron a cargo de la obligación de pagar los réditos no tuvieron recursos para cumplir con los pagos. Los retrasos y suspensión de los réditos afectaron a amplios sectores de la sociedad.




      Otro saldo negativo de la consolidación fue el debilitamiento de la economía de los reinos americanos. La Corona española se quedó así con un imperio empobrecido, cuyas colonias con dificultad se sostenían a sí mismas y ya no estuvieron en posibilidad de aportar ingresos cuantiosos a la metrópoli, como lo habían hecho anteriormente.




       




       




      Las guerras de independencia y su efecto en la economía




       




      El desempeño económico general en la transición y los primeros años de la república




      Fue la enorme descapitalización la causa directa del atraso, justamente en el momento en que la subida de precios, la especulación y la expansión mercantil habían vuelto rentables las empresas novohispanas. De manera más coyuntural, el peso de los préstamos y los donativos y la consolidación de los «vales» fueron los factores que contribuyeron al quiebre general del sistema, que sin ninguna duda puede fecharse después de 1804 con la consolidación, o sea la expropiación de la renta eclesiástica generada por el crédito por parte de la Corona. En una economía en la que todas las transacciones se encontraban articuladas y engarzadas por el crédito eclesiástico y usurario, el golpe fue devastador. Se calcula el costo total del colonialismo español en 17,3 millones de pesos de sangría anual de sus posesiones novohispanas hacia 1800, frente a medio millón de pesos del costo del colonialismo británico. Es decir, la carga española era 35 veces mayor que la británica, lo que en términos económicos significaba la sustracción total del 7,2 por ciento anual del ingreso. Para ser más explícitos, entre 1766 y 1820 salió la extraordinaria cifra de 436.747.200 pesos. En este marco, el costo de la guerra contra los insurgentes de la década de 1810 sólo vino a incrementar la debilidad financiera del ya alicaído Estado y, consecuentemente, a inhibir sus posibilidades de respuesta.




      Durante el periodo 1800-1809 la existencia de caudales brutos de la tesorería de la ciudad de México mostró una ligera tendencia ascendente. Se puede pensar que durante estos primeros años del siglo XIX se observó con mayor elocuencia la efectividad de las reformas administrativas aplicadas en Nueva España desde la década de 1760. Sin embargo, la fuerte acumulación de fondos de esta primera década al parecer estuvo impulsada por la inseguridad de los mares durante las guerras navales que España sostuvo con Inglaterra.
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